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TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA  11001-31-05-024-2023-00213-00 
ACCIONANTE: JOSE ALBERT BRAND COTAZO  

ACCIONADA: LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
- POLICÍA NACIONAL- DIRECCIÓN DE SANIDAD 

 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 

11001310502420230021300 
 

Bogotá D.C., a los cinco (5) días del mes de junio del año dos mil veintitrés 
(2023) 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por JOSE ALBERT BRAND COTAZO, 
identificado con C.C. No. 6.325.810, quien actúa en nombre propio contra la 
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL- 
DIRECCIÓN DE SANIDAD, por la presunta vulneración de los derechos 
fundamentales a la vida digna, a la salud, a la dignidad humana, a la seguridad social y 
a la igualdad. 
 

ANTECEDENTES 
 
El accionante manifiesta que, se encuentra en tratamiento médico, que el 26 de 
enero de 2023 su médico tratante le ordenó la práctica del examen médico 
“URODINAMIA ESTÁNDAR”, el cual conforme a lo que le explicó el profesional 
de la salud, se realiza a efectos de determinar el origen de sus afecciones en salud, esto 
es, de la inflamación de su próstata, dolencia que refiere le ha disminuido su “modus 
vivendis” en atención a que, entre otras situaciones, le cuesta conciliar el sueño 
comoquiera que, en las noches debe levantarse de la cama a orinar cada 15 o 20 
minutos sin poder hacerlo en la mayoría de ocasiones.  
 
Agrega que, desde el 26 de enero de 2023 le ha solicitado a la accionada la práctica de 
dicho examen, pero la accionada no ha resuelto nada sobre ese examen, y que, por el 
contrario, le indican que, no está disponible el aparato para realizarlo mientras su 
estado de salud se empeora. 

SOLICITUD 
 
JOSE ALBERT BRAND COTAZO solicita  
 

“(…) 1. Conceder el amparo constitucional a mis derechos fundamentales a la vida, 
la salud, la dignidad humana, la seguridad social, la protección y la asistencia, 
entre otros, que su señoría considere para el presente caso.  
 
2. Como consecuencia de lo anterior se ordene al aquí demandado AUTORIZAR LA 
REALIZACION DEL EXAMEN “URODINAMIA ESTANDAR”, igual para que 
autoricen la CITA MEDICA CON EL UROLOGO para que el médico lea esa 
URODINAMIA ESTANDAR. (…)” 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Repartida y recibida la tutela el 23 de mayo del 2023, se admitió mediante providencia 
del día 24 de símil mes y anualidad, ordenando notificar a la NACIÓN-
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL- 
DIRECCIÓN DE SANIDAD, para que en el término de veinticuatro (24) horas 
siguientes a su notificación se pronunciara sobre los hechos de la tutela, aportando 
para ello copia de los documentos que sustenten las razones de lo dicho. 
 
Asimismo, se ordenó vincular y notificar al trámite constitucional a la REGIONAL DE 
ASEGURAMIENTO EN SALUD No. 1 DE BOGOTÁ, para que en ese mismo 
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término se pronunciaran sobre los hechos del escrito tutelar, aportando para ello copia 
de los documentos que sustenten las razones de lo dicho y se requirió al accionante para 
que allegara la copia de su cédula de ciudadanía y del carné de CASUR–MINISTERIO 
DE DEFENSA NACIONAL.  
 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 

La convocada la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA 
NACIONAL- DIRECCIÓN DE SANIDAD y la vinculada REGIONAL DE 
ASEGURAMIENTO EN SALUD No.1 DE BOGOTÁ a pesar de haber sido 
notificadas a los correos electrónicos notificacion.tutelas@policia.gov.co, 
disan.asjur-tutelas@policia.gov.co, disan.rases1-aj@policia.gov.co, 
disan.asjur-judicial@policia.gov.co y disan.upb-dvj@policia.gov.co como da 
cuenta el reporte de confirmación de entrega arrojado por el correo electrónico 
institucional del Despacho basado en Exchange Online de Office 365 y cuya dirección 
corresponde a jlato24@cendoj.ramajudicial.gov.co1; no dieron contestación a la 
solicitud de amparo constitucional. 
 
De otro lado se observa que, el accionante aportó las documentales solicitadas en 
cumplimiento al requerimiento efectuado por el Juzgado en auto del 24 de mayo de 
2023. 
 
El Juzgado mediante auto proferido el 31 de mayo del año en curso, requirió al 
accionante para que, informara las actuaciones que ha realizado a fin de que la 
DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA le autorice la práctica del examen médico 
denominado “URODINAMIA ESTANDAR” que aduce le fue ordenado por su médico 
tratante el 26 de enero de 2023, especificando si las mismas se han efectuado por medio 
escrito, correo electrónico o vía telefónica, y de ser el caso, allegue los soportes que 
respalden su dicho, proveído que, pese a que, fue notificado en la misma calenda 
mediante oficio No. 1009 vía correo electrónico josecotacio174@gmail.com, como 
da cuenta el reporte de confirmación de entrega arrojado por el correo electrónico 
institucional del Despacho basado en Exchange Online de Office 365 y cuya dirección 
corresponde a jlato24@cendoj.ramajudicial.gov.co2, no fue atendido por el actor. 
 

CONSIDERACIONES 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el artículo 
1 del Decreto 333 de 2021, que modificó el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, 
el cual en su numeral segundo enseña como regla de reparto que las acciones de tutela 
que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden 
nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del 
Circuito o con igual categoría, como sucede en este caso, en la medida que precisamente 
la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL fue creada por la Ley 
352 de 1997, modificada por el Decreto 4782 de 2008, como una dependencia del 
Comando General de las Fuerzas Militares, cuyo objeto es administrar los recursos del 
Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares e implementar las políticas, planes y 
programas que adopte el CSSMP y el Comité de Salud de las Fuerzas Militares respecto 
del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares; haciendo parte del sistema de salud 
de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, y si ello es así, se trata entonces de una 
entidad pública del orden nacional, por lo que en cumplimiento a lo señalado en el 
Decreto 333 de 2021 antes citado este juzgado es competente para decidir la presente 
acción constitucional. 
 
PROBLEMA JURÍDICO 

                                                        
1 Archivo 05 Notificación auto admite  
2 Folios 1 y 2 del archivo 11 del expediente de tutela 

mailto:jlato24@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Se debe determinar si la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 
POLICÍA NACIONAL- DIRECCIÓN DE SANIDAD, así como a la REGIONAL 
DE ASEGURAMIENTO EN SALUD No. 1 DE BOGOTÁ han vulnerado los 
derechos fundamentales del señor JOSE ALBERT BRAND COTAZO, ante la falta 
de autorización del examen médico “urodinamia estándar” que aduce le fue 
ordenado por su médico tratante el 26 de enero de 2023 y de la cita médica de la 
especialidad de urología. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 
Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo 
dispone el artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos de 
la Corte Constitucional3 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la acción de 
tutela es un instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las 
personas cuando estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública o, excepcionalmente, de un particular4, así como que la 
solicitud de amparo de los derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una 
naturaleza eminentemente residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el 
carácter de excepcional al verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) 
cuando el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) 
cuando, existiendo ese medio este carece de idoneidad o eficacia para proteger de 
forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las 
circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como mecanismo transitorio 
cuando la acción se interponga para evitar la consumación de un perjuicio 
irremediable a un derecho fundamental5. 
 
De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el 
Juzgado  en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de la 
legitimación para hacer parte del proceso por quienes en él se encuentran 
inmiscuidos, ya sea de quien incoa la tutela (accionante- legitimación por activa-) o 
de quien se predica la presunta vulneración ius-fundamental (el accionado – 
legitimación por pasiva-); la inmediatez con que se acudió a este excepcional 
mecanismo de protección; (iii) que se trate de un asunto de trascendencia 
constitucional, esto es, que esté de por medio la vulneración de un interés de 
raigambre constitucional; y (iv) la inexistencia de mecanismos ordinarios de 
protección (subsidiariedad)6. 
 
Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en la 
causa por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de 
acuerdo a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en 
el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, el señor JOSE ALBERT BRAND COTAZO, 
se encuentra legitimado para interponer a nombre propio, la acción constitucional que 
nos  ocupa, por cuanto es el titular de los derechos fundamentales que aduce le fueron 
vulnerados por la convocada a juicio; mientras que en lo que respecta a la legitimación 
en la causa por pasiva, la misma se halla satisfecha conforme lo dispone el artículo 5 del 
mencionado Decreto 2591, al ser la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICIA 
NACIONAL una autoridad de naturaleza pública, del orden nacional, quien se le 
enrostra la vulneración  de los derechos fundamentales invocados por el accionante y 
de ser la encargada de prestar el servicio de salud a las Fuerzas militares y la Policía 
Nacional, en virtud de lo establecido en el Decreto 1795 de 2000; así mismo para el 
caso de la vinculada, desde una óptica amplia y previendo que con las posibles 
decisiones que se adopten se pueden ver afectados su intereses la misma se mantendrá 
vinculada a efectos de salvaguardar el derecho de defensa y debido proceso. 

                                                        
3 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
4 Ibídem 
5 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-115 de 2018, T-500 de 2019 entre otras. 
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En cuanto a la subsidiariedad, es de anotar que el artículo 86 de la Constitución 
Política dispuso que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable; de ahí que se establezca en el artículo 
6 del Decreto 2591 de 1991 la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial 
como causal de improcedencia, a menos que se acuda a esta protección especialísima 
como mecanismo transitorio para remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción 
recaiga sobre un sujeto de especial protección, no resultando idóneos ni eficaces para 
la protección de los derechos fundamentales invocados, las herramientas o recursos 
ordinarios diseñados por el legislador para estos efectos. 
 
Aunado a lo anterior, en sentencia SU-508/20, la Corte Constitucional precisó que 
procede en las siguientes hipótesis: a) exista un perjuicio irremediable, caso en el cual 
la tutela procede excepcionalmente; b) que si bien existe otro medio de defensa 
judicial, éste no sea idóneo o eficaz, y; c) que se trate de personas que requieren 
de especial protección constitucional, como niños, mujeres cabeza de familia, personas 
en situación de discapacidad, población desplazada, personas de tercera edad, entre 
otros. 
 
En el caso concreto, en tratándose de solicitudes de amparo constitucional para la 
protección de derecho fundamental a la salud, oportuno se muestra indicar que en 
primera medida el Juzgado no pierde de vista que las controversias originadas en la 
presunta denegación de los servicios en salud, pueden ser ventiladas ante la 
Superintendencia Nacional de Salud, de cara a lo señalado en el artículo 407 de la Ley 
1122 de 2007, sin embargo también es cierto que conforme lo ha decantado la Corte 
Constitucional8, en la estructura de este mecanismo se evidencian falencias graves que 
desvirtúan su idoneidad y eficacia; explicando que con base en un estudio empírico 
sobre el tiempo promedio que suele tardar la resolución de acciones mediante este 
medio, que “la Superintendencia Delegada para la Función Jurisdiccional y de 
Conciliación no ha logrado cumplir con el término legal de diez días con el que cuenta 
para proferir sus fallos”; resaltando que el reparo sobre la omisión legislativa sobre 
el tiempo con el que cuentan las Salas Laborales de los Tribunales Superiores de los 
Distritos Judiciales del país para desatar las impugnaciones formuladas en contra 
de las decisiones emitidas por la Superintendencia Nacional de Salud, advertida en 
la sentencia T-603 de 2015. 
 
Asimismo, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional en sentencia T 
253 de 2022 señaló lo siguiente: 
 

“(…) 45.      Para los efectos de la presente causa, hay que anotar que la Superintendencia 
Nacional de Salud cuenta con facultades jurisdiccionales para conocer y fallar en derecho 
sobre asuntos relativos a la cobertura de los servicios, tecnologías en salud o 
procedimientos incluidos en el Plan de Beneficios en Salud (PBS). Al respecto, el literal a) 
del inciso 1 del artículo 41 de la Ley 1122 de 2007 establece que esta entidad podrá conocer 
y fallar en derecho, y con las facultades propias de un juez, los asuntos relacionados con la 
cobertura de los servicios y tecnologías en salud incluidos en el PBS “cuando su negativa 
por parte de las Entidades Promotoras de Salud o entidades que se les asimilen ponga en 
riesgo o amenace la salud del usuario, consultando la Constitución Política y las normas 
que regulen la materia”.[26] 
  
46.   En lo relativo a la competencia de la Superintendencia Nacional de Salud, la Corte ha 
señalado que el mecanismo para dirimir controversias relacionadas con el sistema general 
de salud incluye a “los regímenes especiales y exceptuados contemplados en la 
Ley 100”, como es el caso del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares.[27] No 

                                                        
7 Artículo 40. Funciones y Facultades de la Superintendencia Nacional de Salud. La Superintendencia Nacional de Salud, además de las 

funciones y facultades ya establecidas en otras disposiciones, cumplirá dentro del Sistema de Inspección, Vigilancia y Control, las siguientes: 
a) Adelantar funciones de inspección, vigilancia y control al Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, y demás actores del sistema, 

incluidos los regímenes especiales y exceptuados contemplados en la Ley 100 de 1993; 
8 Corte Constitucional, sentencias T-218 de 2008 y T-299 de 2019. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-253-22.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-253-22.htm#_ftn27
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obstante, pese a ser un mecanismo principal y prevalente para ventilar 
pretensiones como las hoy discutidas en esta sede, la Corporación ha hecho 
hincapié en que “la Superintendencia Delegada para la Función 
Jurisdiccional y de Conciliación de la Superintendencia Nacional de Salud no 
ha logrado cumplir con el término legal de diez días para proferir sus 
decisiones y, en consecuencia, «garantizar la efectiva prestación del derecho 
a la salud de los usuarios del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud»”.[28] A la par se han identificado otras dificultades de carácter 
administrativo que limitan el ejercicio de la función jurisdiccional y que, por 
lo demás, afectan su idoneidad y eficacia.[29] 
  
(…) 
   
49.   En ese orden, la Sala encuentra que en el asunto sub examine también se acredita el 
cumplimiento del requisito de subsidiariedad, particularmente si se tiene en cuenta 
que: (a) el interesado es un menor de edad que fue diagnosticado con parálisis cerebral 
espástica, microcefalia y epilepsia focal estructural y al cual le fueron prescritos una serie 
de tratamientos, insumos y servicios que, por su especial condición de salud, son 
indispensables para la debida atención de sus patologías; (b) la acción constitucional fue 
impetrada en el marco de la pandemia desatada por el COVID-19, es decir, en un momento 
en el que la suspensión de los tratamientos podía comportar una afectación grave a la 
salud del niño; y, (c) la eficacia del mecanismo judicial principal y prevalente ha 
sido puesta en duda por la Corte Constitucional a partir de los informes que, 
sobre la materia, ha recibido de parte de la Superintendencia Nacional de 
Salud.[31](…)” (Negrillas propias del Despacho) 

 
En hilo con lo anterior, encuentra el Juzgado que, si bien, el señor JOSE ALBERT 
BRAND COTAZO cuenta con otro medio de defensa parea dirimir la controversia 
que plantea en sede constitucional, en atención a que, puede acudir ante la 
Superintendencia Nacional de Salud, al ser la entidad encargada de dirimir las 
controversias relacionadas con la denegación por parte de las entidades promotoras 
de salud de los servicios previstos en el PBS de acuerdo a lo previsto en la Ley 1122 de 
2007, el cual aplica a los actores del Sistema General de Salud, incluidos los Regímenes 
Especiales y Exceptuados contemplados en la Ley 100 de 1993, conforme lo indica el 
artículo 40 de la referida Ley 1122, lo cierto es que, ese mecanismo no resulta idóneo 
ni eficaz para la protección de su garantía ius fundamental a la salud, al no lograr dicha 
entidad cumplir con el término legal de diez días con el que, cuenta para proferir sus 
decisiones a fin de garantizar la efectiva prestación del derecho a la salud de los 
usuarios del Sistema General de Seguridad Social en Salud y al presentar otras 
dificultades de carácter administrativo que limitan el ejercicio de la función 
jurisdiccional, situaciones que, desvirtúa su idoneidad y eficacia conforme lo ha 
señalado el alto Tribunal Constitucional, argumentos más que suficientes para 
entender por satisfecho el requisito de subsidiariedad. 
 
A igual conclusión se arriba en lo que a la inmediatez respecta, en la medida que, si 
bien, la orden mediante la cual se ordenó el examen médico “urodinamia estándar” 
data del 26 de enero de 2023, lo cierto es, que la omisión puesta en conocimiento 
por el accionante ha perdurado en el tiempo, en tanto en su escrito tutelar afirma que, 
desde esa fecha ha solicitado su realización a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA 
POLICIA NACIONAL, entidad que, le ha manifestado que no cuentan con el aparato 
para practicarlo y que su estado de salud está empeorando ante la dificultad que 
presenta en orinar, por lo tanto, al presentarse la acción constitucional el 23 de mayo 
de 2023, a las claras se muestra que la misma fue interpuesta en un plazo consecuente 
con el criterio de inmediatez dada su condición de salud que le impide realizar con 
normalidad dicha necesidad fisiológica. 
 
Superados entonces los requisitos generales de procedibilidad, es del caso resolver de 
fondo la solicitud de amparo constitucional interpuesta de acuerdo a los términos en 
que se fijó el problema jurídico, como a continuación pasa a exponerse: 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-253-22.htm#_ftn28
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-253-22.htm#_ftn29
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-253-22.htm#_ftn31
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Es del caso recordar, que la parte actora requiere entre otros, que se tutele su derecho 
fundamental a la salud, ordenando a la encartada autorice el examen médico 
“urodinamia estándar” que indica le fue ordenado por su médico tratante el 26 de 
enero de 2023; siendo del caso indicar respecto a dicha garantía ius fundamental, que 
la Organización Mundial de la Salud, estableció que “la salud es un estado de completo 
bienestar físico, mental y social y no solamente la ausencia de afecciones o 
enfermedades (…) el goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es 
uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de 
raza, religión, ideología política o condición económica o social (…) 
considerada como una condición fundamental para lograr la paz y la seguridad.” 
 
Así mismo, el artículo 49 de la Constitución Política prevé que “La atención de la salud 
y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a 
todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación 
de la salud.”. 
 
Dado el extenso desarrollo jurisprudencial de que ha sido objeto el derecho a la salud, 
hoy es considerado como un derecho fundamental autónomo, tal y como lo ha 
reiterado la Corte Constitucional, entre otras decisiones, en la Sentencia T-235 de 
2018, en la que señaló: 
 
“En numerosas oportunidades y ante la complejidad que plantean los requerimientos 
de atención en los servicios de salud, la jurisprudencia constitucional se ha referido a 
sus dos facetas: por un lado, su reconocimiento como derecho y, por el otro, su 
carácter de servicio público. En cuanto a esta última faceta, el servicio de salud debe 
ser prestado de manera oportuna, eficiente y con calidad, de conformidad con los 
principios de continuidad, integralidad e igualdad. 
 
Respecto de la primera faceta, el derecho a la salud debe atender los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. Así mismo, resulta oportuno mencionar que 
este derecho ha sido objeto de un proceso de evolución a nivel jurisprudencial y 
legislativo, cuyo estado actual implica su categorización como derecho fundamental 
autónomo. Para tal efecto, desde el punto de vista dogmático, a partir de la Sentencia 
T-760 de 2008 se considera que dicha característica se explica por su estrecha 
relación con el principio de la dignidad humana, por su vínculo con las condiciones 
materiales de existencia y por su condición de garante de la integridad física y moral 
de las personas. 
 
(…) En suma, el derecho a la salud (i) es fundamental, autónomo e irrenunciable tanto 
a nivel individual como colectivo; (ii) como servicio público esencial obligatorio debe 
ser prestado a la luz de importantes principios como el de oportunidad y eficacia y 
bajo la dirección y coordinación del Estado; (iii) implica la adopción de medidas por 
parte del Estado para su realización, específicamente, en su dimensión prestacional 
positiva y negativa; (iv) se rige por los principios de disponibilidad, aceptabilidad, 
accesibilidad y calidad; (v) se rige desde el punto normativo por los principios pro 
homine, equidad, continuidad, oportunidad, prevalencia de derechos, progresividad, 
libre elección, solidaridad, eficiencia e interculturalidad.”  
 
Seguidamente, en lo que respecta a los afiliados y beneficiarios del sistema de salud de 
las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, es de caso recordar que los miembros de 
estas instituciones por expresa disposición del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, se 
encuentran excluidos del Sistema General de Seguridad Social, estando en 
consecuencia reglado las prestaciones asistenciales y en general la prestación de los 
servicios de salud en la Ley 352 de 1997 y el Decreto 1795 de 2002. 
 
Así mismo, la Corte Constitucional en decisión T-299 de 2019, concluyó la necesidad 
de extender la prestación de los servicios de salud de la Policía Nacional y el Ejército 
Nacional, además del personal activo, el retirado que goce de asignación de retiro o 
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pensión, los afiliados, en calidad de beneficiarios, y, de forma excepcional, las 
personas que pese a haber sido desvinculadas de la institución, sufrieron una 
afectación en la salud y necesitan continuar con la atención médica; explicando que: 
 
La jurisprudencia de esta Corporación ha advertido que el Sistema de Seguridad 
Social en Salud, tanto en el régimen general como en los especiales, se encuentra 
orientado por los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, pues lo que “se 
pretende es permitir que todos los habitantes del territorio nacional tengan acceso a 
los servicios de salud en condiciones dignas, lo que se enmarca dentro de los 
principios de universalidad y progresividad, propios de la ejecución de los llamados 
derechos prestacionales, dentro de los cuales se encuentra el derecho a la salud”. 
 
De acuerdo con lo expuesto, son beneficiarios del Sistema de Seguridad Social en 
Salud de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional el personal activo, el retirado que 
goce de asignación de retiro o pensión, los afiliados, en calidad de beneficiarios, y, de 
forma excepcional, las personas que pese a haber sido desvinculadas de la institución, 
sufrieron una afectación en la salud y necesitan continuar con la atención médica.  
 
Explicado lo anterior y descendiendo al caso bajo estudio, para el Juzgado resulta claro 
que en efecto, conforme se desprende de la doctrina constitucional explicada y las 
disposiciones legales que regulan la organización del sistema de salud a los afiliados y 
beneficiarios del Ejército Nacional y la Policía Nacional, encontramos que, el actor es 
afiliado del sistema de salud y que, ha requerido en reiteradas oportunidades la 
autorización del examen médico prescrito por su médico tratante que por vía de tutela 
solicita, ello se concluye, dada la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del 
Decreto 2591 de 19919, ante la falta de respuesta de la accionada DIRECCIÓN DE 
SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y de la vinculada REGIONAL DE 
ASEGURAMIENTO EN SALUD No 1 DE BOGOTÁ, afirmación que, encuentra 
respaldo probatorio con el carne de afiliación en salud emitido por el Ministerio de 
Defensa Nacional-Policía Nacional10 y la orden de servicio procedimiento diagnósticos 
No. 2301015072 del 26 de enero de 2023 emitida por la profesional de la salud María 
Paula Sáenz Becerra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional11, de la que, se 
desprende que el tipo de vinculación del tutelante es de cotizante categoría c, y que, le 
ordenaron la práctica del examen médico “URODINAMIA ESTANDAR” con 
código 892001B con ocasión al diagnóstico hiperplasia de la próstata. 
 
En ese sentido, se evidencia que, la falta de autorización del examen médico en 
mención, genera una omisión de atención que en efecto vulnera de manera 
injustificada el derecho a la salud del promotor del resguardo constitucional, en tanto 
no cuenta con el servicio de salud que le asiste dada su condición de cotizante al plan 
integral de atención del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, de acuerdo a los 
principios de eficiencia, oportunidad e idoneidad que caracterizan el derecho a la 
seguridad social y más aún, el derecho a la salud que le asiste. 
 
Por lo anterior, atendiendo que conforme a lo señalado por el artículo 39 de la 
Resolución 05644 del 10 diciembre de 2019,“por medio de la cual se define la 
estructura orgánica interna y se determinan las funciones de la Dirección de Sanidad 
y se dictan otras disposiciones”; es función de las Regionales de Aseguramiento, 
acompañar, verificar y contralar a las Unidades prestadores de Salud compuesta por 
los Establecimientos de Sanidad Policial y red contratada externa, en el desarrollo de 
las estrategias de actividad que garanticen el acceso efectivo a los servicios de Salud, la 
gestión del riesgo en salud, la articulación de los servicios, la integralidad y continuidad 
de los mismos y el cumplimiento de los derecho de los usuarios sin perjuicio de su 
autonomía; por lo que sin lugar a mayores elucubraciones, es  ésta entidad la que en 

                                                        
9 Artículo 20. Presunción de Veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por 
ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.   
10 Archivo 07 Respuesta Accionante Folios 4 y 5 
11 Archivo 1 Escrito de Tutela Folio 8 



8 

TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA  11001-31-05-024-2023-00213-00 
ACCIONANTE: JOSE ALBERT BRAND COTAZO  

ACCIONADA: LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
- POLICÍA NACIONAL- DIRECCIÓN DE SANIDAD 

 

 

efecto le compete, la coordinación, asignación y verificación de las citas médicas para 
la atención en salud y la práctica de los exámenes médicos de los afiliados y 
beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, como lo es el caso del 
actor . 
 
En ese orden, concluye el Despacho que, en el presente caso, dada la inactividad, 
desidia y omisión injustificada de la REGIONAL DE ASEGURAMIENTO EN 
SALUD No. 1, adscrita a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional en la atención 
en salud del actor, a las claras se muestra que se presenta vulneración del derecho a la 
salud invocado por el aquí convocante, por lo que se accederá al amparo deprecado, 
conforme se dejó visto en precedencia. 
 
En tal virtud, se ordenará a la REGIONAL DE ASEGURAMIENTO EN SALUD 
No. 1, adscrita a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, para que en el término 
de cuarenta y ocho (48) horas, si aún no lo ha hecho, proceda a coordinar, asignar y 
verificar la atención en salud y práctica del examen médico “URODINAMIA 
ESTANDAR” con código 892001B a favor del señor JOSE ALBERT BRAND 
COTAZO ordenado por su médico tratante el 26 de enero de 2023. 
 
De otro lado y en lo que respecta a la autorización de la cita médica con el urólogo 
solicitado en el escrito tutelar por el accionante, baste con señalar que, en tratándose 
del acceso a los servicios y tecnologías en salud, el tribunal constitucional12 ha indicado 
como corolario que [p]ara acceder a los servicios y tecnologías en salud, el usuario 
debe acudir el profesional en salud tratante quien dará la prescripción médica. Se 
trata del médico u odontólogo que atiende al usuario en medicina general, en 
odontología general o en urgencias, según los artículos 10 y 11 de la Resolución 3512 
de 2019. La prescripción es el acto del profesional tratante mediante el cual se ordena 
un servicio o tecnología o se remite al paciente a alguna especialidad médica. El 
artículo 39 de la Resolución 3512 de 2019 indica que la prescripción deberá emplear 
la denominación común internacional; de ahí que el Juez Constitucional en principio 
no está autorizado para ordenar el suministro de tratamiento, medicamentos o 
tecnologías en salud, que no se encuentren ordenadas por el médico tratante previo 
diagnóstico, pues [l]a normativa consagra que los servicios y tecnologías en salud 
deben ser prescritos (de acuerdo con unas reglas específicas) por el profesional de 
salud tratante. 
 
En ese orden de ideas, se concluye que, el juez de tutela solo está llamado a ordenar el 
suministro de medicamentos o servicios en salud que se encuentren debidamente 
prescritos por el médico tratante previo diagnóstico. Así las cosas, y teniendo en cuenta 
que, con el escrito de tutela no se adjuntó orden médica que, remita al promotor del 
resguardo constitucional al urólogo, el Despacho no puede emitir orden alguna al 
respecto, al no estar facultado para ordenar prestaciones o servicios de salud sin que 
medie orden del galeano tratante en dicho sentido.  
  
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: PRIMERO: AMPARAR el derecho fundamental a la salud del señor 
JOSE ALBERT BRAND COTAZO identificado con CC 6.325.810 contra la 
REGIONAL DE ASEGURAMIENTO N° 1 DE BOGOTÁ, adscrita a la Dirección 
de Sanidad de la Policía Nacional, de conformidad con lo expuesto en la parte 
considerativa de esta providencia. 
 

                                                        
12 Corte Constitucional, sentencia SU-508 de 2020. 
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SEGUNDO: ORDENAR a la REGIONAL DE ASEGURAMIENTO N° 1 DE 
BOGOTÁ, adscrita a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional,  para que en el 
término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la 
notificación del presente fallo, proceda a coordinar y verificar la atención en salud, 
autorizar y práctica del examen médico “URODINAMIA ESTANDAR” con 
código 892001B a favor del señor JOSE ALBERT BRAND COTAZO ordenado 
por su médico tratante el 26 de enero de 2023. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes. 
 
CUARTO: ADVERTIR a la REGIONAL DE ASEGURAMIENTO N° 1 DE 
BOGOTÁ que el incumplimiento a esta decisión acarreará las sanciones 
correspondientes, establecidas en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991. 
 
QUINTO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión, en caso de no ser impugnada por las partes interesadas dentro de los 3 días 
hábiles siguientes a su notificación. De ser excluida de revisión, ARCHÍVESE el 
expediente, previas las desanotaciones de rigor. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
JUEZ 
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Nohora Patricia Calderon Angel

Juez Circuito
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ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2023-0021800 
              RAFAEL EDUARDO GARCÍA MOLANO VS  

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL Y OTRA 

INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., a los cinco (5) días del mes de junio de 
2023, pasa al Despacho de la señora Juez la Acción de Tutela radicada con el número 
2023/00218, informándole que nos correspondió por reparto. Sírvase proveer. 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 
 
 
 
 

Acción de Tutela Radicado No. 110013105024 2023 00218 00 
 

Bogotá D.C., a los cinco (05) días del mes de junio de 2023. 
 
RAFAEL EDUARDO GARCÍA MOLANO, identificado con C.C.6.769.949, 
actuando en causa propia, instaura acción de tutela contra de la NACIÓN-
MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA y la COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL –CNSC, por la presunta vulneración de sus derechos 
fundamentales al trabajo, vida, mínimo vital móvil, de petición, debido proceso y 
seguridad social 
 
Ahora bien, encuentra el Juzgado la necesidad de vincular al trámite constitucional 
a la PERSONA QUE EN LA ACTUALIDAD SE ENCUENTRE desempeñando 
el empleo que venía ocupando el aquí convocante, esto es, profesional especializado 
Código 2028, Grado 21, en la DIRECCIÓN DE MINERÍA EMPRESARIAL de la 
planta global del MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA. 
 
En consecuencia; 

DISPONE 
 

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por RAFAEL EDUARDO 
GARCÍA MOLANO, identificado con la C.C. 6.769.949 contra la NACIÓN-
MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA y la COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL –CNSC. 
 
SEGUNDO: VINCULAR al trámite constitucional a la PERSONA QUE EN LA 
ACTUALIDAD SE ENCUENTRE desempeñando el empleo que venía ocupando 
el aquí convocante, esto es, profesional especializado Código 2028, Grado 21, en la 
DIRECCIÓN DE MINERÍA EMPRESARIAL de la planta global del 
MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA. 
 
TERCERO: OFICIAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA y 
la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC., así como la 
vinculada PERSONA QUE EN LA ACTUALIDAD SE ENCUENTRE 
desempeñando el empleo que venía ocupando el aquí convocante, esto es, 
profesional especializado Código 2028, Grado 21, en la DIRECCIÓN DE 
MINERÍA EMPRESARIAL de la planta global del MINISTERIO DE MINAS Y 
ENERGÍA, para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 
la notificación de esta providencia, se pronuncien sobre los hechos de la tutela, 
aportando para ello copia de los documentos que sustenten las razones de lo dicho. 
 
CUARTO: VINCULAR a la presente acción de tutela, a todas las personas que se 
encuentren en la Resolución No.5678 del 19 de abril de 2023 que en su artículo 1 
conformó y adoptó la lista de elegibles dentro de la Convocatoria No.1547 de 2021-
NACIÓN 3, en el marco del Acuerdo No.202100000008 del 19 de enero de 2021 su 
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Anexo y sus modificaciones, para proveer el Cargo PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO Código 2028, grado 21 identificado con el Código OPEC 148377, 
para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación 
de esta providencia, se pronuncien sobre los hechos de la tutela, aportando para ello 
copia de los documentos que sustenten las razones de lo dicho. Para tal fin se ordena 
a la NACIÓN-MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA y la COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC, efectuar la notificación de la 
presente acción constitucional a las personas que conforman la referida lista de 
elegibles. 
 
QUINTO: ORDENAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA 
y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC, que publiquen el 
auto admisorio de la tutela y escrito de tutela en su página web y el link de la 
Convocatoria para proveer el cargo de denominado Cargo PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO Código 2028, grado 21 identificado con el Código OPEC 148377, 
con el fin de enterar a las personas que participaron en dicha convocatoria. 
 
SEXTO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más expedito 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
Juez 
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ACCIÓN DE TUTELA No. 110013105 024-2023-0021900 
LEÓNIDAS DÍAZ PÉRDOMO contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES Y OTROS 

 

INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., a los cinco (05) días del mes de junio de 
2023, pasa al Despacho de la señora Juez la Acción de Tutela con número de radicado 
2023/00219, informando que la presente acción constitucional nos correspondió por 
reparto. Sírvase proveer. 
 

EMILY VANESSA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ   

 
 
 

Acción de Tutela Radicado No. 11001310502420230021900 
 

Bogotá D.C., a los cinco (05) días del mes de junio del 2023 
 

LEÓNIDAS DÍAZ PÉRDOMO, identificado con C.C. No. 17.126.360 actuando por 
conducto de apoderado judicial, instaura acción de tutela en contra de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES, 
UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GETIÓN FISCAL Y CONTRIBUCCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP, CAJA DE SUELDOS 
DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL CASUR- y CONSORCIO FONDO 
DE SOLIDARIDAD PENSIONAL CONFORMADO POR SOCIEDAD 
FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO S.A.-FIDUAGRARIA 
S.A., FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.-FIDUPREVISORA S.A. Y 
FIDUCIARIA CENTRAL S.A.- FIDUCENTRAL S.A. COMO 
ADMINISTRADORA DEL FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL por la 
presunta vulneración de los derechos fundamentales a la vida, seguridad social, a la 
salud, al mínimo vital y a la salud.  
 
 
Así mismo, se vinculará al JUZGADO SÉPTIMO (7°) LABORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ a fin de que, comparta el link del proceso Radicado 
11001310500720230010700 promovida por el señor LEONIDAS DIAZ 
PERDOMO contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-
COLPENSIONES y la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GETIÓN FISCAL Y 
CONTRIBUCCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP 
y se pronuncie sobre los hechos de la presente acción. 
 
En consecuencia; 

DISPONE: 
 
PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA ADJETIVA al Doctor HECTOR 
HUGO BUITRAGO MARQUEZ identificado con C.C. No. 80.059.697 y T.P. No. 
122.126 del C.S de la Jud. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por LEÓNIDAS DÍAZ 
PÉRDOMO, identificado con C.C. No. 17.126.360 contra de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES, la 
UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GETIÓN FISCAL Y CONTRIBUCCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP, CAJA DE SUELDOS 
DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL CASUR y el CONSORCIO FONDO 
DE SOLIDARIDAD PENSIONAL CONFORMADO POR SOCIEDAD 
FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO S.A.-FIDUAGRARIA 
S.A., FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.-FIDUPREVISORA S.A. Y 
FIDUCIARIA CENTRAL S.A.- FIDUCENTRAL S.A. COMO 
ADMINISTRADORA DEL FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL. 
 



ACCIÓN DE TUTELA No. 110013105 024-2023-0021900 
LEÓNIDAS DÍAZ PÉRDOMO contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES Y OTROS 

 

TERCERO:  VINCULAR al trámite constitucional al JUZGADO SÉPTIMO (7°) 
LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 
 
CUARTO: OFICIAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES-COLPENSIONES, la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GETIÓN 
FISCAL Y CONTRIBUCCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL-UGPP, CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA 
NACIONAL CASUR, CONSORCIO FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL 
CONFORMADO POR SOCIEDAD FIDUCIARIA DE DESARROLLO 
AGROPECUARIO S.A.-FIDUAGRARIA S.A., FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A.-FIDUPREVISORA S.A. Y FIDUCIARIA CENTRAL S.A.- FIDUCENTRAL 
S.A. COMO ADMINISTRADORA DEL FONDO DE SOLIDARIDAD 
PENSIONAL y al JUZGADO SÉPTIMO (7°) LABORAL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 
notificación de esta providencia, se pronuncien sobre los hechos de la tutela, aportando 
para ello copia de los documentos que sustenten las razones de lo dicho. Asimismo, el 
Despacho judicial en mención dentro de ese término debe allegar el link del proceso 
con Radicado 11001310500720230010700 promovida por el señor LEONIDAS 
DIAZ PERDOMO contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES-COLPENSIONES y la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE 
GETIÓN FISCAL Y CONTRIBUCCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP. 
 
 
QUINTO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más expedito. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
Juez 
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